
 
 
 

 

 

Rad: 2024. 200.04.01.027. 
 
Medellín, 29 de mayo de 2024 
 
Señores: 
 
CARLOS ANDRES MONTOYA MORENO 
Gerente 
Empresas Públicas de Urrao E.S.P 
 
RUBÉN DARÍO GARCÉS URREGO  
Secretario de Hacienda 
Municipio de Urrao  

Asunto: Pronunciamiento contestaciones Radicado: 000157 de 05 de abril de 2024 y 
2004.04.01.01.016 de 16 de mayo de 2024. 

En atención al oficio de la referencia, y con sorpresa al observar las posiciones asumidas por la EPU 
E.S.P. y la Alcaldía Municipal, y bajo el pleno convencimiento del adecuado proceder en materia 
contractual; quiero ratificar mi voluntad y ánimo de lograr dar cumplimiento a los fines dispuestos en 
el artículo 12 del Decreto 943 de 2018 al indicar: 

“1) Control Técnico: (…)El control de los aspectos técnicos relacionados con la prestación del 
servicio, será ejercido por parte de las interventorías, en los términos del inciso 3 del artículo 
83 de la Ley 1474 de 2011. Las interventorías elaborarán informes periódicos, haciendo 
especial énfasis en los aspectos técnicos, ambientales y económicos”. 

Es por lo anterior, que procedo a abordar los aspectos relevantes expuestos por ustedes: 

1. SUPUESTO CONTRATO No. 004 de 2023 SIN LLENO DE REQUISITOS. 

Si bien en el oficio remitido por ustedes, de manera amplia expone que la Contraloría Departamental 
de Antioquia fijó una posición relacionada con el subcontrato de la EPU E.S.P. con la unión temporal 
Urrao iluminado, con todo respeto esta interventoría observa que existe una grave confusión a nivel 
conceptual. 

El subcontratista unión temporal Urrao iluminado a la hora de presentarse al proceso selectivo 
aperturado por la EPU E.S.P., cumplió con todos los requisitos dispuestos en los términos del proceso, 
lo cual lo hizo acreedor de la respectiva adjudicación según resolución de adjudicación. 

Cosa distinta es que la Contraloría Regional de Antioquia en su informe especial haya sugerido que 
en lugar de haberle entregado la prestación del servicio de alumbrado público a la EPU E.S.P. por 



 
 
 

 

 

parte del Concejo Municipal, hubiese podido celebrado un contrato estatal directamente por la Alcaldía 
Municipal con un tercero distinto; bajo un CONTRATO DE CONCESIÓN de Ley 80 de 1993, y por 
ende, con vigencias futuras tramitadas por el Concejo. 

 

2. CONSENTIMIENTO PARA DAR POR TERMINADO EL CONTRATO FIDUCIARIO 

A diferencia de lo que se solicita en su escrito, esto es: terminar el contrato de encargo fiduciario para 
proteger los recursos públicos, esta interventoría manifiesta que es el contrato de encargo fiduciario 
el que garantiza el adecuado y transparente manejo de los recursos provenientes del recaudo del 
impuesto de alumbrado público, a la hora de efectuar el pago de los diferentes componentes del 
sistema. 

Por lo dicho anteriormente, la interventoría no emite concepto favorable frente a una terminación del 
mismo. 

Diferentes Contralorías del país han validado la figura para el alumbrado público. 

Una vez analizados los pronunciamientos de la Contraloría General de la República en Informes de Auditoría 
sobre los contratos de fiducia mercantil en alumbrado público como son los casos de Armenia (Vigencia 2011 
No. CGR – CDME – GDQ), Tunja (Vigencia 2011 del 30 de junio de 2012), Pereira (Vigencia 2011 de junio de 
2012) entre otros, podemos concluir que las instrucciones de la Contraloría sobre la materia van enfocadas a 
los siguientes requerimientos: i) El contrato de fiducia mercantil debe contar con la intervención del Municipio 
mediante Comité Fiduciario, en el cual participe el Operador fideicomitente y el Municipio para efectuar la 
respectiva verificación de la ejecución de pagos provenientes del impuesto de alumbrado público a través de la 
comercializadora. ii) Administración e identificación del destino de los excedentes pactados en el contrato. iii) 
Elaboración y entrega de informes. 

 

En advertencia No. 2013EE0042520 del 22 de mayo de 2013 dirigida a el Alcalde Municipal de Anapoima – 
Cundinamarca las consideraciones de la Contraloría sobre el particular se enfocaron en los siguientes aspectos: 

 

(….) La administración Municipal optó discrecionalmente, al tenor de la regulación antes citada, por prestar el 
servicio de alumbrado público en su jurisdicción a través de un concesionario, quien por demás tiene el deber 
en los términos del propio contrato, de realizar tareas de “ampliación” o expansión del servicio. 

 

Lo anterior permite concluir a este Órgano de Control, que el recaudo por concepto del impuesto de alumbrado 
público del Municipio de Anapoima no es escuetamente un recurso del Municipio como lo ha asumido la 
administración municipal, lo es pero afectando a la prestación y expansión del servicio público, razón por la cual 



 
 
 

 

 

se replica al señor Alcalde lo señalado en el Concepto de la Oficina Asesora Jurídica de esta Contraloría con 
radicado 2012EE0071014 del 22 de octubre de 2012, donde de forma indeterminada se señaló que, 

“…..No es posible cambiar el encargo fiduciario por una cuenta bancaria a nombre del municipio…..” 
(Negrilla y resaltado fuera de texto). 

1. AFIRMACIÓN DE LA NO EXISTENCIA DEL ACTO ADMINISTRATIVO QUE ENTREGA A 
EPU E.S.P. LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ALUMBRADO PUBLICO. 

Afirmación Alcaldía Municipal en oficio del 20 de mayo de 2024 

 

La afirmación anterior constituye una omisión al no reconocer documentos públicos 
emitidos por su propia entidad (Acuerdo municipal Nro 014 de 2022 del concejo municipal 
y Decreto Nro. 311 de cesión de activos). 

Se evade mencionar el Acuerdo Municipal No. 014 de 2022 que indica expresamente: 



 
 
 

 

 

 

 

2. NO RECONOCIMIENTO DE LA INTERVENTORÍA  

En efecto, si la primera afirmación contenida en el citado oficio de la Administración Municipal es falsa, 
no es de recibo el no reconocimiento de la interventoría que desempeño a través del contrato Nro. 001 
de 2023. 



 
 
 

 

 

Esto por cuanto en ocasiones anteriores, la Alcaldía si ha suministrado la información requerida para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en el RETILAP CAPITULO 7, Decreto 943 de 2018 art. 12. 

 
 
 
Ello deriva de que la EPU E.S.P. al estar en propiedad en la prestación del servicio procedió a efectuar las 
contrataciones a que había lugar, efectuando los procesos correspondientes.  
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(…) 
 



 
 
 

 

 

 
 



 
 
 

 

 

 
 
En consecuencia, desconocer este contrato implica el pleno reconocimiento de las indemnizaciones y perjuicios 
al contratista de buena fe, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias correspondientes por la falta de seriedad 
demostrada por la EPU E.S.P. en este caso. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
incatrans@gmail.com  



 
 
 

 

 

 

 

 

Mauricio Escobar Restrepo 
Gerente  
Inca Ingeniería y Consultoría S.A.S 


